
TÍTULO 5.

GASTOS JUDICIALES.

ARTÍCULO 2.2.5.1. GARANTÍA DE ACCESO A LA JUSTICIA. Para efectos de lo dispuesto
en el artículo 44 de la Ley 1448 de 2011, la demostración de la ausencia de medios económicos
para cubrir gastos judiciales, se realizará a través de la simple manifestación de la víctima
acompañada de cualquier medio sumario que acredite tal condición.

En todo caso, se presume la buena fe de quien aduce ser víctima en los términos de la Ley 1448
de 2011 y su afirmación de ausencia de recursos se considera veraz siempre que no se le
demuestre lo contrario.

PARÁGRAFO. Las víctimas que hayan demostrado la ausencia de medios económicos, estarán
exentas de prestar cauciones procesales, del pago de expensas, honorarios de auxiliares de la
justicia u otros gastos procesales y no serán condenadas en costas, excepto cuando se demuestre
que hubo mala fe en cualquiera de las actuaciones procesales.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 84)

ARTÍCULO 2.2.5.2. ASESORÍA JURÍDICA. La Defensoría del Pueblo podrá suscribir
convenios con las Facultades de Derecho de las universidades reconocidas legalmente en todo el
territorio nacional, para que se asesore y se oriente a las víctimas en los procesos judiciales.

La Defensoría del Pueblo debe prestar los servicios necesarios para la representación judicial de
las víctimas que no cuentan con recursos para acceder de manera efectiva a la justicia.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 85)

ARTÍCULO 2.2.5.3. MANDATOS ANTERIORES A LA VIGENCIA DE LA LEY 1448 DE
2011. En el evento que una víctima en los términos del artículo 3o de la Ley 1448 de 2011 haya
celebrado contrato(s) de mandato o de cualquier otra índole con un abogado que la represente en
procesos contenciosos administrativos o en procesos de acciones de tutela en razón de daños
sufridos con ocasión del conflicto armado interno, y que tal(es) contrato(s) se haya(n) celebrado
con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 1448 de 2011, continuará(n) rigiéndose por las
condiciones contractuales inicialmente pactadas hasta su terminación.

En el evento de que sea necesario adicionar o prorrogar contratos celebrados con anterioridad a la
vigencia de la Ley 1448 de 2011, tales adiciones o prórrogas deberán ajustarse a lo dispuesto en
el artículo 44 de la misma.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 86)

TÍTULO 6.

MEDIDAS DE ASISTENCIA Y ATENCIÓN.

CAPÍTULO 1.

ASISTENCIA EN SALUD.



ARTÍCULO 2.2.6.1.1. AFILIACIÓN DE VÍCTIMAS AL SISTEMA GENERAL DE
SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD. El Ministerio de Salud y Protección Social, cruzará el
Registro Único de Víctimas a que hace referencia el artículo 154 de la Ley 1448 de 2011, que
certifique la Unidad Administrativa Especial para la Atención y la Reparación Integral a las
Víctimas, con la Base de Datos Única de Afiliados - BDUA, o la que haga sus veces, y con las
bases de datos de los regímenes especiales. La población que se identifique como no afiliada,
será reportada a la entidad territorial de manera inmediata para que se proceda a su afiliación a la
Entidad Promotora de Salud del Régimen Subsidiado, preservando la libre escogencia por parte
de la víctima, de acuerdo con la presencia regional de estas, según la normatividad vigente, en
desarrollo del artículo 52 de la Ley 1448 de 2011, siempre y cuando cumpla con las condiciones
para ser beneficiario de dicho Régimen. Esto último se garantizará mediante la aplicación de la
encuesta SISBÉN por parte de la entidad territorial.

En caso de que trascurridos tres (3) meses no se haya realizado la afiliación, se procederá a
realizar una afiliación inmediata a la Entidad Promotora de Salud de naturaleza Pública del orden
Nacional, y en caso de que esta EPS no cuente con cobertura en la zona, se realizará la afiliación
a la EPS con el mayor número de afiliados.

PARÁGRAFO 1o. Dentro de la Base de Datos Única de Afiliados, o la que haga sus veces, debe
identificarse la condición de víctima a través de un código, con el objeto de facilitar la atención
en salud de manera efectiva, rápida y diferencial a través de las Entidades Prestadoras de
Servicios de Salud. Para ello el Ministerio de Salud y Protección Social adoptará los mecanismos
e instrumentos que considere pertinentes.

PARÁGRAFO 2o. La interoperabilidad de los sistemas de información que soportan el Sistema
General de Seguridad Social en Salud con el Registro Único de Víctimas se efectuará de
conformidad con los criterios y estándares establecidos por la Red Nacional de Información.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 87)

Concordancias

Resolución MINSALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 888 de 2012

ARTÍCULO 2.2.6.1.2. PROTOCOLO DE ATENCIÓN INTEGRAL EN SALUD CON
ENFOQUE PSICOSOCIAL. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Salud y Protección
Social diseñará y/o ajustará, con la participación de los demás actores del Sistema General de
Seguridad Social en Salud, el protocolo de atención integral en salud con enfoque psicosocial y
diferencial teniendo en cuenta las necesidades específicas de la víctima, el hecho victimizante, y
las consecuencias de este sobre la población víctima de que trata el artículo 3o de la Ley 1448 de
2011. Se tendrá en cuenta la actualización de los planes de beneficios según lo dispuesto por la
Ley 1438 de 2011.

PARÁGRAFO. El protocolo de atención integral en Salud con Enfoque Psicosocial a que hace
referencia este artículo, deberá contemplar los mecanismos de articulación y coordinación entre
las redes de servicios de salud y otras redes definidas por la Unidad Administrativa Especial de
Víctimas que presten asistencia a la población de la que trata la Ley 1448 de 2011.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 88)



Concordancias

Resolución MINSALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 888 de 2012

ARTÍCULO 2.2.6.1.3. CUBRIMIENTO DE SERVICIO DE LA ATENCIÓN EN SALUD. El
Ministerio de Salud y Protección Social, a través de la Subcuenta de Eventos Catastróficos y
Accidentes de Tránsito -ECAT- del Fondo de Solidaridad y Garantía -Fosyga- o quien haga sus
veces, cubrirá el reconocimiento y pago de los servicios de asistencia médica, quirúrgica y
hospitalaria en los términos del parágrafo del artículo 54 de la Ley 1448 de 2011, que no estén
cubiertos por los planes de beneficios del Sistema General de Seguridad Social en Salud, ni por
regímenes especiales o cualquier tipo de seguro en salud de que sea titular o beneficiaria la
víctima.

La garantía de la prestación de los servicios a que se refiere el presente artículo estará a cargo de
las Entidades Promotoras de Salud -EPS- tanto del régimen contributivo como del subsidiado y
el trámite de solicitud y pago de los mismos se regirá por las normas vigentes que regulan el
procedimiento de recobros ante el Fosyga, lo anterior sin perjuicio de los mecanismos de
financiamiento y pago establecido en el artículo 19 de la Ley 1448 de 2011.

El Ministerio de Salud y Protección Social adoptará las medidas que considere pertinentes para la
implementación de esta medida.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 89)

Concordancias

Resolución MINSALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 888 de 2012

ARTÍCULO 2.2.6.1.4. MONITOREO Y SEGUIMIENTO DE LA ATENCIÓN EN SALUD.
El Ministerio de Salud y Protección Social debe desarrollar herramientas de seguimiento y
monitoreo a la atención en salud brindada a la población víctima en los términos del artículo 3o
de la Ley 1448 de 2011, de acuerdo con lo establecido en el protocolo de atención integral en
salud con enfoque psicosocial.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 90)

Concordancias

Resolución MINSALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 888 de 2012  

CAPÍTULO 2.

ASISTENCIA EN EDUCACIÓN.

ARTÍCULO 2.2.6.2.1. OBJETIVO DE LAS MEDIDAS EN MATERIA DE EDUCACIÓN.
Asegurar el acceso, así como la exención de todo tipo de costos académicos en las instituciones
oficiales de educación preescolar, básica y media y promover la permanencia de la población
víctima en el servicio público de la educación, con enfoque diferencial y desde una mirada de
inclusión social y con perspectiva de derechos.



PARÁGRAFO 1o. Las secretarías de educación departamental y municipal deben gestionar
recursos, con el fin de promover estrategias de permanencia escolar, tales como, entrega de útiles
escolares, transporte, uniformes, entre otras, para garantizar las condiciones dignas y promover la
retención dentro del servicio educativo de la población víctima, en los términos del artículo 3o de
la Ley 1448 de 2011.

PARÁGRAFO 2o. En el marco del Programa Nacional de alfabetización se priorizará la atención
a la población iletrada víctima en los términos de la Ley 1448 de 2011 con los modelos flexibles
existentes en el portafolio del Ministerio de Educación Nacional para Ciclo 1. Para la atención en
los demás ciclos de educación de adultos (2 al 6) gestionará la atención con las Secretarías de
Educación certificadas, siendo estas las responsables de la oferta orientada a la continuidad en
los ciclos de adultos.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 91)

ARTÍCULO 2.2.6.2.2. LINEAMIENTOS DE POLÍTICA. El Ministerio de Educación
Nacional en un periodo de tres (3) meses contados a partir del 20 de diciembre de 2011 ajustará
los lineamientos de la política de atención educativa a las víctimas incluidas en el Registro Único
de Víctimas.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 92)

ARTÍCULO 2.2.6.2.3. COORDINACIÓN NACIÓN-TERRITORIO. El Ministerio de
Educación Nacional, en coordinación con las entidades territoriales certificadas, desarrollará un
trabajo conjunto para implementar la política pública educativa.

PARÁGRAFO 1o. Atendiendo al principio de subsidiaridad las gobernaciones apoyarán a los
municipios no certificados que no cuenten con la capacidad de gestión técnica, operativa y
financiera para la creación y fortalecimiento de establecimientos educativos y formación de
docentes y directivos docentes

PARÁGRAFO 2o. De manera conjunta, el nivel nacional, departamental y municipal deben
destinar recursos para la construcción, ampliación o desarrollo de mejoras en la infraestructura, y
dotación de los establecimientos educativos.

Así mismo, deben establecer estrategias conjuntas para la formación de docentes y directivos
docentes y desarrollar los mecanismos que garanticen la prestación efectiva del servicio en las
instituciones educativas donde se ubiquen las poblaciones que describe el artículo 3o de la Ley
1448 de 2011.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 93)

ARTÍCULO 2.2.6.2.4. PRIMERA INFANCIA. El Gobierno Nacional, en coordinación con
las entidades territoriales certificadas, establecerá procesos y procedimientos que garanticen a la
primera infancia de la población víctima en los términos de Ley 1448 de 2011 la atención
integral, acceso y permanencia a espacios educativos significativos, que potencien sus
capacidades y aporten a su desarrollo.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 94)



ARTÍCULO 2.2.6.2.5. EDUCACIÓN SUPERIOR. El Ministerio de Educación Nacional
promoverá que las instituciones de educación superior, en el marco de su autonomía, consagrado
en el artículo 69 de la constitución y el artículo 28 de la Ley 30 de 1992, establezcan a partir del
20 de diciembre de 2011, los procesos de selección, admisión y matrícula, así como los
incentivos que permitan a las víctimas, reconocidas en el artículo 3o de la Ley 1448 de 2011,
especialmente mujeres cabeza de familia, adolescentes y población en condición de discapacidad,
acceder a su oferta académica.

El Ministerio de Educación Nacional fortalecerá, las estrategias que incentiven el acceso de la
población víctima a la educación superior.

PARÁGRAFO 1o. La población víctima, de acuerdo con los requisitos establecidos por el
Instituto Colombino de Crédito y Estudios Técnicos en el Exterior - ICETEX, participará de
forma prioritaria en las líneas y modalidades especiales de crédito educativo, así como de los
subsidios financiados por la Nación, para lo cual, el ICETEX ajustará los criterios de calificación
incorporando en ellos la condición de víctima para el acceso a las líneas de crédito subsidiado.

PARÁGRAFO 2o. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a
las Víctimas promoverá la suscripción de convenios con las entidades educativas para que, en el
marco de su autonomía, establezcan procesos de selección que faciliten el acceso de las víctimas
a la educación superior.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 95)

ARTÍCULO 2.2.6.2.6. ORIENTACIÓN OCUPACIONAL Y FORMACIÓN. El Servicio
Nacional de Aprendizaje establecerá, en un tiempo no mayor a tres (3) meses, contados a partir
del 20 de diciembre de 2011, las rutas de atención y orientación con enfoque diferencial para la
identificación de los intereses, capacidades, habilidades y aptitudes de la población víctima que
faciliten su proceso de formación y capacitación, articulado a los programas de empleo urbano y
rural.

El Servicio Nacional de Aprendizaje, garantiza el acceso y promueve la permanencia de la
población víctima en programas de formación titulada, complementaria o de apoyo para el
emprendimiento o fortalecimiento de un proyecto productivo, mediante la implementación de
una estrategia de incentivos.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 96)

CAPÍTULO 3.

ASISTENCIA FUNERARIA.

ARTÍCULO 2.2.6.3.1. FAMILIARES DE LAS VÍCTIMAS. Recibirán asistencia funeraria
los familiares de las víctimas que hayan muerto o estuvieren desaparecidos a que se refiere el
inciso 2o del artículo 3o de la Ley 1448 de 2011 para quienes no cuenten con los recursos para
sufragar estos gastos, de acuerdo con los criterios que para el efecto fije la Unidad
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

Esta asistencia debe prestarse inmediatamente o en el menor tiempo posible desde que los



familiares tengan conocimiento de la muerte o identificación de los cuerpos o restos de la víctima
de desaparición forzada.

PARÁGRAFO. En lo no previsto en la presente Parte en materia de asistencia funeraria para las
víctimas de desaparición forzada, se estará a lo dispuesto en las normas que reglamenten la Ley
1408 de 2010.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 97)

ARTÍCULO 2.2.6.3.2. UNIFICACIÓN DE ASISTENCIA. En los términos del artículo 50 de
la Ley 1448 de 2011, en los casos en que el Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, haya
pagado las indemnizaciones por muerte por gastos funerarios previstas en el Decreto 056 de
2015, o la norma que lo modifique, adicione, sustituya o compile, los familiares de la misma
víctima no tendrán derecho a asistencia funeraria establecida en el presente Capítulo.

El Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, deberá intercambiar y garantizar la interoperabilidad
de la información con la Red Nacional de Información para la Atención Reparación a las
Víctimas.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 98)

ARTÍCULO 2.2.6.3.3. INHUMACIÓN. Los gastos funerarios deberán garantizar la
inhumación a perpetuidad de las víctimas que hayan muerto o estuvieren desaparecidas, sólo
cuando esta resulte procedente conforme a la Ley 1408 de 2010, previa orden de la autoridad
competente, de acuerdo con la voluntad de sus familiares y con los requisitos técnicos aplicables,
según el caso.

PARÁGRAFO 1o. Para los efectos de este artículo, las entidades territoriales harán las
apropiaciones presupuestales necesarias para la provisión de las bóvedas y sepulturas necesarias.

PARÁGRAFO 2o. En el caso de restos humanos o cadáveres no identificados o identificados no
reclamados de personas muertas por causa de los hechos a que se refiere el artículo 3o de la Ley
1448 de 2011, no procederá su cremación.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 99)

ARTÍCULO 2.2.6.3.4. ASISTENCIA PARA PROCESOS DE ENTREGA DE CUERPOS O
RESTOS. Los costos a que se refiere el parágrafo del artículo 50 de la Ley 1448 de 2011
incluirán, además de los gastos funerarios, los de desplazamiento, hospedaje y alimentación de
los familiares de las víctimas de desaparición forzada durante el proceso de entrega de cuerpos o
restos, para quienes no cuenten con recursos para sufragar estos gastos de acuerdo con los
criterios que para el efecto fije la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación
Integral a las Víctimas. Esta disposición se aplicará para los familiares, cónyuge, compañero o
compañera permanente o pareja del mismo sexo, y familiar en primer grado de consanguinidad o
civil a que se refiere el artículo 3o de la Ley 1448 de 2011.

La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas deberá
generar un mecanismo expedito para solicitar a los municipios o distritos correspondientes, el
cumplimiento de su obligación de entregar la asistencia funeraria.



(Decreto 4800 de 2011, artículo 100)

ARTÍCULO 2.2.6.3.5. RESPONSABILIDAD DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES.
Las entidades territoriales, en el marco de sus competencias y de acuerdo con su situación fiscal,
analizarán técnicamente en cada vigencia fiscal la cantidad de recursos necesarios para cumplir
con la asistencia funeraria a favor de las víctimas.

El cumplimiento de esta obligación deberá ser demostrado por las entidades territoriales ante el
Comité Territorial de Justicia Transicional del cual hagan parte.

PARÁGRAFO 1o. Para determinar los destinatarios de la asistencia funeraria, las entidades
territoriales aplicarán como mínimo los parámetros para determinación del grado de
vulnerabilidad de las víctimas que adopte la Unidad Administrativa Especial para la Atención y
Reparación Integral a las Víctimas, sin perjuicio de ampliar la oferta según su situación fiscal.

PARÁGRAFO 2o. Cuando la víctima muera o sus cuerpos o restos sean hallados en un lugar
distinto al de su residencia en el caso al que se refiere el parágrafo del artículo 50 de la Ley 1448
de 2011, los municipios o distritos donde ocurrió el hecho y donde residía la víctima asumirán
los costos de asistencia funeraria por partes iguales. La demostración del cumplimiento de esta
obligación se hará ante el respectivo Comité Territorial de Justicia Transicional de su
jurisdicción.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 101)

CAPÍTULO 4.

AYUDA HUMANITARIA A VÍCTIMAS DE HECHOS DIFERENTES AL
DESPLAZAMIENTO FORZADO.

ARTÍCULO 2.2.6.4.1. AYUDA HUMANITARIA INMEDIATA. Las entidades territoriales
deben garantizar ayuda humanitaria inmediata a las víctimas de hechos diferentes al
desplazamiento forzado ocurridos durante los últimos tres (3) meses, cuando estas se encuentren
en situación de vulnerabilidad acentuada como consecuencia del hecho.

Esta ayuda debe cubrir los componentes de alimentación, aseo personal, manejo de
abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica de emergencia, transporte
de emergencia y alojamiento transitorio.

Las entidades territoriales deben suministrar esta ayuda a las víctimas que la requieran hasta por
un (1) mes. Este plazo puede ser prorrogado hasta por un mes adicional en los casos en que la
vulnerabilidad derivada del hecho victimizante lo amerite.

PARÁGRAFO. Las entidades territoriales deben destinar los recursos necesarios para cubrir los
componentes de la ayuda humanitaria en los términos del presente artículo.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 102)

ARTÍCULO 2.2.6.4.2. AYUDA HUMANITARIA PARA HECHOS VICTIMIZANTES
DIFERENTES AL DESPLAZAMIENTO FORZADO. La Unidad Administrativa Especial de
Atención y Reparación Integral a Víctimas suministra, por una sola vez, la ayuda humanitaria a



que se refiere el artículo 49 de la Ley 418 de 1997, y sus prórrogas correspondientes, de acuerdo
con la afectación derivada del hecho victimizante y de las circunstancias de tiempo, modo y lugar
del mismo.

PARÁGRAFO. En los casos en que la victimización obedezca a múltiples hechos, la ayuda
humanitaria estará dirigida a mitigar la afectación derivada de estos hechos de manera integral.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 103)

ARTÍCULO 2.2.6.4.3. TASACIÓN DE LOS COMPONENTES DE LA AYUDA
HUMANITARIA PARA HECHOS VICTIMIZANTES DIFERENTES AL
DESPLAZAMIENTO FORZADO. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y
Reparación Integral a Víctimas debe implementar una escala de medición de la afectación de los
hechos victimizantes, la cual tendrá en cuenta las siguientes variables:

1. Carácter de la afectación: individual o colectiva.

2. Relación con el hecho victimizante.

3. Tipo de afectación: daños en bienes materiales, afectación médica y psicológica, afectación
tísica, riesgo alimentario, riesgo habitacional.

4. Tiempo entre la ocurrencia del hecho victimizante y la solicitud de la ayuda.

5. Análisis del enfoque diferencial.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 104)

ARTÍCULO 2.2.6.4.4. MONTOS DE LA AYUDA HUMANITARIA PARA HECHOS
VICTIMIZANTES DIFERENTES AL DESPLAZAMIENTO FORZADO. En atención al
principio de proporcionalidad, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación
a las Víctimas destinará un monto teniendo en cuenta la afectación del hecho victimizante de la
siguiente manera, y la tasación de que trata el artículo anterior:

1. Para afectación de bienes se otorgará por una sola vez, hasta una suma máxima equivalente a
dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento del pago.

2. Para heridas leves que otorguen una incapacidad mínima de treinta (30) días: se otorgará por
una sola vez, por persona, hasta una suma máxima equivalente a dos (2) salarios mínimos legales
mensuales vigentes al momento del pago.

3. Para casos de secuestro se otorgará por una sola vez, por hogar, una suma máxima equivalente
a dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento del pago.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 105)

CAPÍTULO 5.

DE LA ATENCIÓN HUMANITARIA A LAS VÍCTIMAS DE DESPLAZAMIENTO
FORZADO.

SECCIÓN 1.



DISPOSICIONES GENERALES.

ARTÍCULO 2.2.6.5.1.1. OBJETO. El presente Capítulo establece los criterios y
procedimientos para la entrega de la atención humanitaria de emergencia y transición a las
víctimas de desplazamiento forzado con base en la evaluación de los componentes de la
subsistencia mínima.

Igualmente, fija los criterios técnicos para evaluar la superación de la situación de vulnerabilidad
derivada del hecho victimizante de desplazamiento forzado, dentro de un proceso de retorno,
reubicación en un lugar distinto al de recepción, o permaneciendo en el lugar de recepción.

PARÁGRAFO 1o. Las víctimas de desplazamiento forzado, una vez incluidas en el Registro
Único de Víctimas - RUV, acceden a la atención humanitaria mientras presenten carencias en la
subsistencia mínima. Una vez superadas dichas carencias, y en concordancia con lo establecido
en los artículos 2.2.7.4.6 y 2.2.7.4.7 del presente Decreto, serán priorizadas para el acceso a las
medidas de reparación y particularmente a la medida de indemnización, así como a la oferta
estatal aplicable para avanzar en la superación de la situación de vulnerabilidad. En todo caso,
una vez superada la situación de vulnerabilidad la víctima continuará en el proceso de reparación
hasta acceder a todas las medidas de este tipo a las que tiene derecho.

PARÁGRAFO 2o. Para efectos de las poblaciones a que se refieren los decretos ley 4633, 4634 y
4635 de 2011, los criterios y procedimientos para la entrega de atención humanitaria y para la
medición de la superación de la situación de vulnerabilidad serán definidos de conformidad con
lo establecido en los mencionados decretos y demás normas relacionadas.

(Decreto 2569 de 2014, artículo 1o)

ARTÍCULO 2.2.6.5.1.2. FINALIDAD. Las previsiones contenidas en este Capítulo están
dirigidas a caracterizar la situación real de cada hogar víctima de desplazamiento forzado y, con
base en ello, acompañar a los hogares en el acceso a las diferentes medidas, planes, programas y
proyectos contemplados en la Ley 1448 de 2011, particularmente los relacionados con la
atención humanitaria de emergencia y de transición, la superación de la situación de
vulnerabilidad y la reparación integral, con el fin de garantizar el goce efectivo de los derechos
de las víctimas de desplazamiento forzado, el mejoramiento de la calidad de vida, y la superación
progresiva del estado de cosas inconstitucional declarado por la Corte Constitucional.

Para cumplir la finalidad prevista, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las
Víctimas se valdrá del Modelo de Atención, Asistencia y Reparación Integral a las Víctimas -
MAARIV y de los Planes de Atención, Asistencia y Reparación Integral - PAARI, además de las
estrategias, mecanismos y herramientas que sean pertinentes.

(Decreto 2569 de 2014, artículo 2o)

ARTÍCULO 2.2.6.5.1.3. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Serán destinatarios de las presentes
medidas las personas y los hogares víctimas de desplazamiento forzado incluidos en el Registro
Único de Víctimas - RUV que residan en el territorio nacional.

(Decreto 2569 de 2014, artículo 3o)



ARTÍCULO 2.2.6.5.1.4. PRINCIPIOS. Para efectos del presente Capítulo, los siguientes
principios constitucionales y legales se aplicarán así:

1. Buena fe. En atención al principio establecido en el artículo 83 de la Constitución Política y el
artículo 5 de la Ley 1448 de 2011, la actuación de las víctimas ante las autoridades estará
cobijada bajo el principio de la buena fe, lo cual implica la presunción de autenticidad de los
documentos que allegue la víctima y de las afirmaciones por ellas efectuadas.

2. Pro Personae - Pro Víctima. En desarrollo de lo previsto en el artículo 27 de la Ley 1448 de
2011, la interpretación del contenido del presente Capítulo se hará de forma tal que su aplicación
favorezca a las víctimas.

3. Participación conjunta y actualización de la información. De acuerdo con lo previsto en los
artículos 14 y 29 de la Ley 1448 de 2011 y el artículo 2.2.2.6.2 del presente decreto, la
información veraz y completa que las víctimas aporten a las autoridades y aquella que estas
últimas recauden servirán como base para facilitar el acceso de los miembros de cada hogar a
medidas de atención, asistencia y reparación específicas según sus necesidades particulares y
actuales. El acceso a estas medidas y programas se desarrollará con arreglo al principio de la
participación conjunta y activa de las víctimas de conformidad con los objetivos para los cuales
estos fueron creados.

4. Complementariedad. De acuerdo con las disposiciones del artículo 21 de la Ley 1448 de 2011,
las medidas de atención, asistencia y reparación se aplicarán de forma complementaria.

5. Debido proceso y actuación administrativa. Toda actuación que se surta en aplicación del
presente Capítulo deberá atender lo establecido en los artículos 29 y 209 de la Constitución
Política y en los principios de la función pública establecidos en el artículo 3o de la Ley 489 de
1998 y la Ley 1437 de 2011, particularmente en lo referido a la garantía de la doble instancia.
Igualmente, debido a la especial protección constitucional contemplada para las víctimas de
desplazamiento forzado, las personas y hogares a que hacen referencia las disposiciones
contenidas en este Capítulo, dispondrán de mecanismos más favorables en lo referente al
procedimiento administrativo para la adopción de las decisiones necesarias para la ejecución de
las medidas previstas en el presente Capítulo.

6. Publicidad. En desarrollo de lo previsto en el artículo 30 de la Ley 1448 de 2011, toda decisión
que se adopte en aplicación del presente Capítulo deberá ser notificada atendiendo lo establecido
en el Capítulo V del Título III de la Ley 1437 de 2011.

7. Enfoque diferencial. Toda decisión que se adopte en aplicación del presente Capítulo, tendrá
en cuenta el principio establecido en el artículo 13 de la Ley 1448 de 2011, contribuyendo a la
eliminación de los esquemas de discriminación y marginación que pudieron ser la causa de los
hechos victimizantes.

8. Acción sin daño. El resultado del impacto de la entrega de las medidas de atención, asistencia
y reparación integral propenderá a la no generación de actitudes de dependencia, tanto material
como psicológica de las víctimas, de debilitamiento de sus capacidades personales, y buscará el
fortalecimiento de las redes sociales y de las estrategias de afrontamiento de su propia situación.

9. Sostenibilidad fiscal. Conforme al Artículo 334 de la Constitución Política y en desarrollo de
lo previsto en el artículo 19 de la Ley 1448 de 2011, toda decisión que se adopte en la aplicación



del presente Capítulo deberá hacerse de tal forma que asegure su sostenibilidad fiscal con el fin
de darle, en conjunto, continuidad y progresividad, a efectos de garantizar su viabilidad y
efectivo cumplimiento.

(Decreto 2569 de 2014, artículo 4o)

ARTÍCULO 2.2.6.5.1.5. COMPONENTES DE LA ATENCIÓN HUMANITARIA. La
atención humanitaria es la medida asistencial prevista en los artículos 62, 64 y 65 de la Ley 1448
de 2011, dirigida a mitigar o suplir las carencias en el derecho a la subsistencia mínima derivadas
del desplazamiento forzado.

Esta medida cubre seis componentes esenciales, a los cuales deben tener acceso las víctimas de
desplazamiento forzado, sea porque los provean con sus propios medios y/o a través de los
programas ofrecidos por el Estado:

1. Alojamiento temporal, el cual incluye saneamiento básico, artículos de aseo y utensilios de
cocina;

2. Alimentación;

3. Servicios médicos y acceso a salud incluyendo servicios específicos para la salud sexual y
reproductiva;

4. Vestuario;

5. Manejo de abastecimientos, entendidos como la acción efectiva del Gobierno, en los ámbitos
nacional y local, para proveer los componentes anteriores, tomando en cuenta las necesidades
particulares de los grupos de especial protección constitucional;

6. Transporte de emergencia, entendido como el necesario en la etapa de atención inmediata que
está a cargo de las alcaldías municipales.

Corresponde a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas entregar los
componentes esenciales de alojamiento temporal, alimentación y vestuario en la etapa de
emergencia. En la etapa de transición, el componente de alimentación será entregado de acuerdo
con la normatividad vigente por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o quien haga sus
veces, y el de alojamiento temporal por la Unidad para la Atención y Reparación Integral para las
Víctimas, conjuntamente con las entidades territoriales correspondientes, según lo establecido en
los artículos 2.2.6.5.2.6 y 2.2.6.5.2.9 del presente Decreto. En todo caso, y de acuerdo con las
disposiciones legales establecidas, este esquema de entrega podrá ser modificado según se
considere necesario.

PARÁGRAFO 1o. La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y el Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar y/o las entidades responsables de entregar la atención
humanitaria, actuarán de manera conjunta y unificada en la entrega de la atención humanitaria de
transición.

PARÁGRAFO 2o. Las entidades nacionales y territoriales darán prioridad en la ejecución de sus
respectivos presupuestos, a la atención de la población desplazada por la violencia. Esta
priorización de recursos deberáì considerar las acciones diferenciales para sujetos de especial
protección constitucional.



Las entidades deberán atender en primer lugar todas las solicitudes de atención humanitaria
constituyendo ésta un título de gasto prevalente sobre las demás obligaciones de la entidad.

(Decreto 2569 de 2014, artículo 5o)

ARTÍCULO 2.2.6.5.1.6. CARÁCTER PERSONALÍSIMO DE LA ATENCIÓN
HUMANITARIA. En desarrollo de lo previsto en la Ley 1448 de 2011 y la jurisprudencia
constitucional, la atención humanitaria es una medida para garantizar un derecho personal, por lo
tanto, no se puede ceder, ni endosar, no es acumulable y no es objeto de entrega retroactiva.

(Decreto 2569 de 2014, artículo 6o)

ARTÍCULO 2.2.6.5.1.7. CRITERIOS DE LA AYUDA HUMANITARIA. La entrega de esta
ayuda se desarrolla de acuerdo con los lineamientos de sostenibilidad, gradualidad, oportunidad,
aplicación del enfoque diferencial y la articulación de la oferta institucional en el proceso de
superación de la situación de emergencia.

La ayuda humanitaria será destinada de forma exclusiva a mitigar la vulnerabilidad derivada del
desplazamiento, de manera tal que ésta complemente y no duplique la atención que reciba la
población víctima del desplazamiento forzado.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 107)

ARTÍCULO 2.2.6.5.1.8. CRITERIOS PARA LA ENTREGA DE LA ATENCIÓN
HUMANITARIA. Atendiendo lo dispuesto en el artículo anterior, la entrega de los componentes
de la atención humanitaria a las víctimas del desplazamiento forzado se fundamenta en los
siguientes criterios:

1. Vulnerabilidad en la subsistencia mínima. Para los efectos de lo previsto en el artículo 62 de la
Ley 1448 de 2011 y en el presente Capítulo, se entenderá como vulnerabilidad en la subsistencia
mínima la situación de una persona que presenta carencias en los componentes de la atención
humanitaria a que se refieren los numerales 1, 2, 3 y 4 del artículo 2.2.6.5.1.5. de este Decreto.

2. Variabilidad de la atención humanitaria. Los montos y componentes de la atención
humanitaria dependerán de la vulnerabilidad de cada hogar, determinada con base en la
evaluación de las condiciones y las características particulares, reales y actuales de cada uno de
sus miembros, en el marco de la aplicación del Modelo de Atención, Asistencia y Reparación
Integral a las Víctimas - MAARIV.

3. Persona designada para recibir la atención humanitaria. La atención humanitaria se entregará
al integrante del hogar que se designe como su representante, según las preferencias, costumbres,
condiciones y características particulares del hogar.

4. Temporalidad. La entrega de atención humanitaria dependerá de las carencias en los
componentes de alojamiento temporal y/o alimentación de los hogares solicitantes y de la
relación de estas carencias con el hecho del desplazamiento. Esta entrega deberá suspenderse
definitivamente cuando se de cualquiera de las condiciones descritas en el artículo 2.2.6.5.5.10
de este decreto.



(Decreto 2569 de 2014, artículo 7o)

ARTÍCULO 2.2.6.5.1.9. PARTICIPACIÓN CONJUNTA DE LAS VÍCTIMAS EN EL
ACCESO A LA OFERTA INSTITUCIONAL PARA EL AUTO SOSTENIMIENTO DEL
GRUPO FAMILIAR. Para efectos de este Capítulo, en desarrollo del principio de participación
conjunta consagrado en la Ley 1448 de 2011, la atención humanitaria se articulará de manera
simultánea y concurrente con los programas de la oferta institucional dirigidos a generar las
condiciones de auto sostenimiento del hogar víctima de desplazamiento forzado, en el lugar de
recepción o en el marco del acompañamiento a procesos de retorno o de reubicación. Para ello,
los beneficiarios de los componentes de la atención humanitaria accederán a los programas y
rutas dispuestas por las entidades responsables de generar las condiciones para la subsistencia
mínima y la superación de la situación de vulnerabilidad.

(Decreto 2569 de 2014, artículo 10)

ARTÍCULO 2.2.6.5.1.10. COMPLEMENTARIEDAD DEL PRINCIPIO DE
PARTICIPACIÓN CONJUNTA. A través de las estrategias de seguimiento que diseñe el
Gobierno Nacional, se realizará una actualización periódica del acceso y permanencia de la
población desplazada a la oferta disponible para garantizar su subsistencia mínima. De
evidenciarse el retiro voluntario e injustificado del hogar de los programas a los que se encuentre
vinculado que contribuyan a mitigar las necesidades relativas a estos componentes, se entenderá
que el hogar no requiere de este apoyo y por lo tanto se evaluará en cada caso particular la
superación o no de la situación de emergencia.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 118)

ARTÍCULO 2.2.6.5.1.11. ENTIDADES RESPONSABLES. Las entidades territoriales del
orden municipal, sin perjuicio del principio de subsidiariedad, la Unidad Administrativa Especial
de Atención y Reparación Integral a las Víctimas y el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar, en el marco de las competencias asignadas por ley, deben garantizar la entrega de ayuda
humanitaria a las víctimas de desplazamiento forzado, a través de la implementación de
parámetros de atención de acuerdo con las condiciones de vulnerabilidad producto de la
afectación del hecho victimizante y las circunstancias de tiempo, modo y lugar del mismo, en las
etapas de urgencia, emergencia y transición.

PARÁGRAFO. La población retornada o reubicada es sujeto de ayuda humanitaria una vez
verificadas las condiciones de vulnerabilidad con respecto al tiempo de arribo a lugar de retorno
y/o reubicación, determinando la etapa de atención correspondiente y la asistencia a brindar.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 106)

SECCIÓN 2.

ATENCIÓN HUMANITARIA INMEDIATA, DE EMERGENCIA Y DE TRANSICIÓN.

ARTÍCULO 2.2.6.5.2.1. ATENCIÓN HUMANITARIA INMEDIATA. La entidad territorial
receptora de la población víctima de desplazamiento, debe garantizar los componentes de
alimentación, artículos de aseo, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina y alojamiento



transitorio, mientras se realiza el trámite de inscripción en el Registro Único de Víctimas.

Adicionalmente, en las ciudades y municipios que presenten altos índices de recepción de
población víctima del desplazamiento forzado, las entidades territoriales deben implementar una
estrategia masiva de alimentación y alojamiento que garantice el acceso de la población a estos
componentes, según la vulnerabilidad derivada del desplazamiento forzado. Esta estrategia debe
contemplar, como mínimo, los siguientes mecanismos:

1. Asistencia Alimentaria: alimentación en especie, auxilios monetarios, medios canjeables
restringidos o estrategias de comida servida garantizando los mínimos nutricionales de la
totalidad de los miembros del hogar.

2. Alojamiento Digno: auxilios monetarios, convenios de alojamiento con particulares o
construcción de modalidades de alojamiento temporal con los mínimos de habitabilidad y
seguridad integral requeridos.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 108)

ARTÍCULO 2.2.6.5.2.2. ATENCIÓN HUMANITARIA DE EMERGENCIA. La Unidad
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a Víctimas, ya sea directamente o
a través de convenios que con ocasión a la entrega de estos componentes se establezcan con
organismos nacionales e internacionales, brindará los componentes de alimentación, artículos de
aseo, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina y alojamiento transitorio a la población
incluida en el Registro Único de Víctimas, cuyo hecho victimizante haya ocurrido dentro del año
previo a la declaración.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 109)

ARTÍCULO 2.2.6.5.2.3. ATENCIÓN HUMANITARIA DE TRANSICIÓN. La ayuda
humanitaria de transición se brinda a la población víctima de desplazamiento incluida en el
Registro Único de Víctimas, cuyo desplazamiento haya ocurrido en un término superior a un año
contado a partir de la declaración y que, previo análisis de vulnerabilidad, evidencie la
persistencia de carencias en los componentes de alimentación y alojamiento como consecuencia
del desplazamiento forzado. Esta ayuda cubre los componentes de alimentación, artículos de aseo
y alojamiento temporal.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 112)

ARTÍCULO 2.2.6.5.2.4. SUJETOS DE LA ATENCIÓN HUMANITARIA DE
EMERGENCIA. Las víctimas de desplazamiento forzado incluidos en el Registro Único de
Víctimas - RUV tendrán derecho a recibir atención humanitaria de emergencia en los siguientes
casos:

1. Hogares cuyo desplazamiento haya ocurrido dentro del año anterior a la fecha de solicitud.

2. Hogares en los que se identifiquen carencias graves en los componentes de alojamiento
temporal o alimentación, cuyo desplazamiento haya ocurrido dentro de los diez (10) años
anteriores a la fecha de la solicitud.

3. Hogares cuya situación sea de extrema urgencia y vulnerabilidad, según lo establecido en el



artículo 2.2.6.5.4.8 del presente decreto. En estos casos, la atención humanitaria se entregará
independientemente del tiempo transcurrido desde la ocurrencia del hecho victimizante,
incluyendo, por tanto, a los hogares cuyo desplazamiento haya ocurrido hace diez o más años a la
fecha de la solicitud.

PARÁGRAFO 1o. La atención humanitaria de emergencia estará compuesta por alojamiento
temporal, alimentación y vestuario. Este último componente se entregará exclusivamente y por
una única vez a los hogares cuyo desplazamiento haya ocurrido dentro del año anterior a la fecha
de solicitud.

PARÁGRAFO 2o. La atención humanitaria de emergencia incluirá un porcentaje adicional
correspondiente a gastos básicos y necesidades urgentes en materia de educación (para niños,
niñas y adolescentes) y de salud, los cuales se entregarán exclusivamente y por una única vez a
los hogares cuyo desplazamiento haya ocurrido dentro del año anterior a la fecha de solicitud.

(Decreto 2569 de 2014, artículo 8o)

ARTÍCULO 2.2.6.5.2.5. SUJETOS DE LA ATENCIÓN HUMANITARIA DE
TRANSICIÓN. Se entenderá que tienen derecho a recibir atención humanitaria de transición
aquellos hogares en que se identifiquen carencias leves en los componentes de alojamiento
temporal y/o alimentación.

PARÁGRAFO. La atención humanitaria de transición estará compuesta por los componentes de
alojamiento temporal y alimentación.

(Decreto 2569 de 2014, artículo 9o)

ARTÍCULO 2.2.6.5.2.6. DESARROLLO DE LA OFERTA EN LA TRANSICIÓN. La oferta
de alimentación y alojamiento digno para hogares víctimas del desplazamiento forzado se
desarrolla teniendo en cuenta criterios de temporalidad, la vulnerabilidad derivada del
desplazamiento forzado y las condiciones de superación de la situación de emergencia de los
hogares. Su implementación es responsabilidad conjunta de las entidades territoriales y de la
Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, en el caso
de la oferta de alojamiento, y del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en el caso de la
oferta de alimentación.

PARÁGRAFO 1o. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a
las Víctimas debe implementar un sistema para identificar casos de extrema vulnerabilidad, con
el fin de garantizar a estos, acceso prioritario y permanencia en la oferta de alimentación y
alojamiento.

PARÁGRAFO 2o. Los programas desarrollados en el marco de la oferta de alimentación y
alojamiento deben contar con un mecanismo de seguimiento y monitoreo al cumplimiento de los
programas y a las condiciones de nutrición y habitabilidad básicas que deben cumplir los hogares
destinatarios para permanecer en estos programas.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 113)

ARTÍCULO 2.2.6.5.2.7. RESPONSABLES DE LA OFERTA DE ALIMENTACIÓN EN LA



TRANSICIÓN. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar debe implementar en un plazo
máximo de tres meses, contados a partir del 20 de diciembre de 2011, un programa único de
alimentación para los hogares en situación de desplazamiento que continúan presentando niveles
de vulnerabilidad relativos a este componente y no han logrado suplir dicha necesidad a través de
sus propios medios o de su participación en el sistema de protección social, y para grupos
especiales que por su alto nivel de vulnerabilidad requieren de este apoyo de manera temporal.

La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación de las Víctimas es responsable
de la recepción, caracterización y remisión de las solicitudes realizadas por la población al
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, así como de brindar acompañamiento técnico al
Instituto en el desarrollo y seguimiento al programa.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 114)

ARTÍCULO 2.2.6.5.2.8. COMPONENTES DE LA OFERTA DE ALIMENTACIÓN. El
programa que se desarrolle para este fin debe garantizar el acceso de la población destinataria a
los siguientes componentes:

1. Entrega de alimentos según la composición del grupo familiar, para lo cual el Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar debe diseñar una estrategia que garantice una adecuada
distribución, con enfoque diferencial.

2. Seguimiento a los hogares, con el fin de evaluar al estado de nutrición de sus miembros, en
especial de aquellos de mayor vulnerabilidad: niños, niñas y adolescentes, adultos mayores,
madres gestantes y lactantes y personas con discapacidad.

3. Desarrollo de estrategias de orientación y fortalecimiento de hábitos alimenticios dentro del
hogar.

(Decreto 4800 de 2011, artículo 115)
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